
DEMARCACIÓN DE CARRETERAS DEL ESTADO

Notificación de resolucion de expediente sancionador,
número 170/06.

Visto el expediente incoado con motivo de la denuncia
formulada en fecha 20 de junio de 2006, por los daños
causados en la carretera A-8, P.K.147,250 esta
Demarcación de Carreteras ha tenido a bien dictar la
siguiente resolución: Imponer a don Pedro García Arenal
y cuyo último domicilio conocido es Silvestre Ochoa, 21 C,
3º A Castro Urdiales (Cantabria) el importe de 510,80
euros, a que asciende la valoración de dichos daños, dis-
poniendo de un plazo de quince(15) días para hacer efec-
tivo su abono en cualquier banco o caja de ahorros en la
cuenta ”Tesoro Público”, cuenta restringida de colabora-
ción en la recaudación de la AEAT de liquidaciones practi-
cadas por la Administración y otros ingresos no tributarios
y de la Caja  General de Depósito, utilizando el modelo
069. Una vez validado por la entidad colaboradora debe-
rán remitir a esta Demarcación el ejemplar para la
Administración. De no satisfacerse la deuda dentro de
dicho plazo se remitirá certificación de descubierto a la
Delegación de Hacienda para su cobro por la vía de apre-
mio.

La presente resolución no agota la vía administrativa,
pudiéndose interponer recurso de alzada ante el secreta-
rio de Estado de Infraestructuras en el plazo de un mes, a
partir del día siguiente a la publicación  de esta resolución.

Santander, 31 de enero de 2007.–El jefe del Servicio de
Conservación y Explotación, José Francisco Sánchez
Cimiano.
07/2173

DEMARCACIÓN DE CARRETERAS DEL ESTADO

Resolucion expediente de daños número 169/06

Visto el expediente incoado con motivo de la denuncia
formulada en fecha 20 de junio de 2006, por los daños
causados en la carretera A-8, P.K. 165,050 esta
Demarcación de Carreteras ha tenido a bien dictar la
siguiente resolucion: Imponer a doña María Estrella
Solana Carballo y cuyo último domicilio conocido es urba-
nización La Granja, bloque 3, 3º B, Gama, el importe de
510,80 euros, a que asciende la valoración de dichos
daños, disponiendo de un plazo de quince (15) días para
hacer efectivo su abono en cualquier banco o caja de aho-
rros en la cuenta ”Tesoro Público”, cuenta restringida de
colaboración en la recaudación de la AEAT de liquidacio-
nes practicadas por la Administración y otros ingresos no
tributarios y de la Caja General de Depósito, utilizando el
modelo 069. Una vez validado por la entidad colaboradora
deberán remitir a esta Demarcación el ejemplar para la
Administración. De no satisfacerse la deuda dentro de
dicho plazo se remitirá certificación de descubierto a la
Delegación de Hacienda para su cobro por la vía de apre-
mio.

La presente resolución no agota la vía administrativa,
pudiéndose interponer recurso de alzada ante el secreta-
rio de Estado de Infraestructuras en el plazo de un mes, a
partir del día siguiente a la publicación de esta resolución.

Santander, 31 de enero de 2007.–El jefe del Servicio de
Conservación y Explotación, José Francisco Sánchez
Cimiano.
07/2174
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DIRECCIÓN PROVINCIAL DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Notificación de providencia apremio a deudores

El jefe de la Unidad competente de la Tesorería General de la Seguridad Social, respecto de los sujetos responsables que
figuran a continuación relacionados, por deudas a la Seguridad Social cuya cuantía total asciende a la cantidad que asi-
mismo se indica en la citada relación, ha dictado la siguiente 

Providencia de apremio: En uso de la facultad que me confiere el artículo 34 de la Ley General de la Seguridad Social,
aprobada por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio (B.O.E. de 29 de junio) y el artículo 84 del Reglamento
General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 1.415/2004, de 11 de junio (B.O.E. de 25 de
junio), ordeno la ejecución contra el patrimonio del deudor.

Por haber resultado infructuosas las gestiones tendentes a la determinación del actual domicilio del deudor, procede prac-
ticar la notificación de la providencia de apremio, conforme prevé el artículo 59.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y de Procedimiento Administrativo Común, mediante la publicación del
presente anuncio en el tablón de edictos del Ayuntamiento del último domicilio conocido del deudor y en el Boletín Oficial
correspondiente.

La presente notificación se publica con el fin de requerir al deudor para que efectúe el pago de la deuda en el plazo de
quince días naturales ante la correspondiente Unidad de Recaudación ejecutiva, con la advertencia expresa de que si el
pago no se efectúa, serán exigibles los intereses de demora devengados desde la finalización del plazo reglamentario de
ingreso, y la advertencia de que, una vez firme en vía administrativa la providencia de apremio sin que se haya efectuado
el ingreso, se procederá a la ejecución administrativa de las garantías existentes y, en su caso, al embargo de los bienes del
apremiado, en cuantía suficiente para cubrir el principal de la deuda, los recargos y los intereses y costas del procedimien-
to que se hayan causado y se prevea que se causen hasta la fecha de ingreso o de la adjudicación a favor de la Seguridad
Social, en los términos establecidos en el citado Reglamento General de Recaudación.

Contra el presente acto, que no agota la vía administrativa, solamente será admisible recurso de alzada ante la
Administración correspondiente dentro del plazo de 1 mes a partir del día siguiente a su notificación, por alguna de las cau-
sas, debidamente justificadas, señaladas en el artículo 86 del Reglamento General de Recaudación.

Dichas causas son: pago; prescripción; error material o aritmético en la determinación de la deuda; condonación o apla-
zamiento de la deuda; suspensión del procedimiento, falta de notificación de la reclamación de la deuda, cuando ésta pro-
ceda, del acta de liquidación o de las resoluciones que las mismas o las autoliquidaciones de cuotas originen.

Transcurridos 3 meses desde la interposición del recurso de alzada sin que se haya resuelto, podrá entenderse desesti-
mado, de acuerdo con lo previsto en el artículo 115 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y de Procedimiento Administrativo Común (B.O.E. de 27 de noviembre).

Santander.–La subdirectora provincial de Gestión Recaudatoria, Pilar Balda Medarde.


